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Uso o porte de armas 

I. La condena no se sustentó 
exclusivamente en las declaraciones de 
los efectivos policiales. La versión 
incriminatoria encuentra respaldo en el 
acta de intervención policial, el acta de 
registro personal y las demás 
actuaciones documentales levantadas 
después de la intervención, las cuales 
fueron incorporadas al juicio y 
sometidas al contradictorio 
correspondiente. 
II. No se verifica una inversión de la 
carga de la prueba ni una afectación 
material del derecho a la presunción de 
inocencia y tampoco se advierte 
vulneración del deber de motivación ni 
de las garantías que integran el debido 
proceso. 

SENTENCIA DE SEGUNDA APELACIÓN 

Sala Penal Permanente 

Apelación n.° 211-2024/Lima Este 

Lima, treinta de junio de dos mil veintiséis 

VISTOS: el recurso de segunda 

apelación interpuesto por el encausado MEDARDO MARTÍN MORALES 

ROMANO contra la sentencia de vista, del 22 de mayo de 2024 (foja 

76), que revocó la sentencia de primera instancia, del 1 de diciembre 

de 2023 (foja 51), que lo absolvió y declaró infundada la pretensión 

civil; y, reformándola, lo condenó a diez años de pena privativa de 

libertad efectiva, por el delito de uso o porte de arma de fuego, en 

agravio del Estado; asimismo, fijó el pago de S/3000 (tres mil soles) por 

concepto de reparación civil a favor del Estado; con lo demás que 

contiene.  

Intervino como ponente el señor juez supremo CAMPOS BARRANZUELA. 
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CONSIDERANDO 

§ I. Del procedimiento en primera y segunda instancia 

Primero. El señor fiscal provincial, mediante requerimiento fiscal mixto 

(foja 2), en un extremo, formuló acusación contra MEDARDO MARTÍN 

MORALES ROMANO como autor del delito de uso o porte de armas, en 

agravio del Estado. 

∞ Calificó el ilícito penal en el primer párrafo del artículo 279-G del 

Código Penal, teniendo su tipo base en el primer párrafo del artículo 

mencionado. 

∞ Solicitó la aplicación de la siguiente consecuencia jurídica: doce 

años de pena privativa de libertad. Al no haber constitución de actor 

civil, solicitó como reparación civil la suma de S/3000 (tres mil soles). 

∞ Específicamente, en síntesis —conforme se desprende de la 

acusación—, se incriminó lo siguiente: 

Se atribuye al procesado MEDARDO MARTÍN MORALES ROMANO haber 

portado el arma de fuego revólver calibre 32. marca Smith Wesson, 

modelo antiguo (1880-1911), fabricación USA, número de serie 

erradicada, abastecida con tres (03) municiones calibre 32 sin percutar 

y dos (02) casquillos calibre 32 percutado, en normal funcionamiento, sin 

contar con la licencia respectiva, hecho ocurrido el 04 de agosto de 

2020 a las 18:30 horas, en circunstancias que fue intervenido por 

personal policial PNP de la DEPINCRI CHOSICA cuando realizaba labores 

en coordinación con el personal del escuadrón verde PNP en las 

inmediaciones de la quebrada Rivera del rio Chosica, percatándose 

que una persona de sexo masculino que portaba un morral color negro, 

caminaba en actitud sospechosa e ingreso raudamente al hostal 

Conquistador, interviniendo al procesado en la habitación16, portando 

un morral color negro con inscripción NIKE, conteniendo droga, y en 

otro compartimiento un (01) arma de fuego tipo revólver calibre 32, 

marca Smith Wesson, color plateado con número de serle erradicada, 

abastecida con tres (03) municiones calibre 32 sin percutar y dos (02) 
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casquillos calibre 32 percutado, por lo que fue conducido la Unidad 

Especializada -DEPINCRI CHOSICA-, para las diligencias de Ley. 

Segundo. Seguidamente, se dictó el auto de enjuiciamiento del 26 de 

noviembre de 2021 (foja 33) en los mismos términos que la acusación 

fiscal.  

Tercero. Luego, el Juzgado Penal Unipersonal (Sede Lurigancho-

Carapongo), mediante resolución del 30 de diciembre de 2021 (foja 

37), citó a audiencia y, llevado a cabo el juzgamiento, luego de los 

alegatos de clausura, emitió la sentencia del 1 de diciembre de 2023 

(foja 51), que absolvió a MEDARDO MARTÍN MORALES ROMANO. 

∞ Los argumentos vertidos fueron los siguientes —ad litteram—: 

3.1. Inconsistencias sobre los momentos previos a la intervención: Los 

testimonios de los policías Juan Carlos Rojas Cabeza y Kevin Vigo 

López presentaron discrepancias sobre la actitud y la ubicación 

del acusado antes de ser detenido. Un efectivo indicó que el 

acusado estaba merodeando a unos 20 o 30 metros del lugar, 

mientras que el otro afirmó que el acusado salía del lugar de la 

intervención. Además, estas versiones no parecían concordar 

plenamente con el acta de intervención, la cual describía que el 

sujeto simplemente caminaba en forma sospechosa. 

3.2. Contradicción sobre la presencia del administrador del hostal: Se 

advirtió una inconsistencia clave respecto a si el administrador del 

hostal "El Conquistador" presenció o no el hallazgo. El policía Kevin 

Vigo López aseguró que el administrador subió con ellos al tercer 

piso, abrió la puerta con su llave de seguridad y se quedó en el 

umbral, pudiendo observar todo lo que hacían dentro del cuarto. 

Por el contrario, el policía Juan Carlos Rojas Cabezas negó esta 

versión, afirmando que el administrador se quedó afuera de la 

puerta, no ingresó y no participó en la intervención. 

3.3. Falta de pruebas periféricas (videos de seguridad): La jueza 

cuestionó que, a pesar de que los hechos ocurrieron en un 

negocio de hospedaje, no se ofreció ningún dato objetivo sobre la 

existencia de videos de cámaras de seguridad del 
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establecimiento. Tampoco hubo evidencia de que en la 

investigación preliminar se hubieran solicitado estos registros para 

corroborar las afirmaciones de los policías. 

3.4. Insuficiencia de las actas y testimonios policiales: Finalmente, la 

resolución determinó que, aunque las declaraciones provengan 

de funcionarios públicos, estas testimoniales, junto con el acta de 

intervención y el acta de registro personal, no eran suficientes por 

sí solas para corroborar la posesión del arma de fuego sin contar 

con otros elementos de pruebas como pericias de absorción 

atómica de restos de cationes en el morral, homologación de 

huellas dactilares, entre otros. 

∞ Así, se descartó la responsabilidad del procesado por insuficiencia 

de pruebas y, en consecuencia, se le absolvió, y se declaró 

infundada la pretensión civil.  

Cuarto. El representante del Ministerio Público interpuso recurso de 

apelación el 12 de diciembre de 2023 (fojas 64), que fue concedido 

por auto del 13 de diciembre de 2023 (foja 73). 

Quinto. Realizado el trámite respectivo y desarrollada la audiencia de 

apelación el 8 de mayo de 2024, conforme al acta de su propósito 

(foja 717 del cuaderno de debate), culminada dentro del plazo, se 

emitió la sentencia de vista del 22 de mayo de 2024 (foja 76), que 

revocó la sentencia de primera instancia, que absolvió al procesado 

MEDARDO MARTÍN MORALES ROMANO y, reformándola, lo condenó por el 

delito de uso o porte de arma de fuego a diez años de pena privativa 

de libertad efectiva y el pago de la reparación civil de S/3000 (tres mil 

soles); con lo demás que contiene. 

∞ Los argumentos expuestos fueron, a la letra, los siguientes: 

5.1. Coherencia en el núcleo de la imputación: La sala determinó que 

los testimonios de los efectivos policiales (Kevin Vigo López y Juan 

Carlos Rojas Cabezas) fueron plenamente coincidentes y no 

presentaron contradicciones ni imprecisiones respecto al hecho 
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central: al acusado se le encontró en poder de un arma de fuego 

abastecida. 

5.2. Imprecisiones periféricas e irrelevantes: La Sala determinó que las 

discrepancias que la jueza de primera instancia usó para 

desmerecer a los policías eran "imprecisiones irrelevantes" por ser 

periféricas al núcleo de la imputación y no afectar su 

sustancialidad. Sobre la participación del administrador del hostal, 

se consideró suficiente el hecho de que él permitió el ingreso y 

condujo a los policías hasta el cuarto, siendo irrelevante la 

contradicción sobre si ingresó a la habitación o se quedó en el 

umbral de la puerta. 

5.3. Corroboración documental y pericial: La versión policial no era 

aislada, sino que contaba con los refrendos detallados en el acta 

de intervención y el acta de registro personal. Además, se valoró la 

pericia balística que corroboró la existencia material y la 

operatividad del arma y las municiones incautadas. 

5.4. Desestimación de la teoría del "sembrado" de pruebas: El tribunal 

evaluó que la tesis exculpatoria del acusado (alegar que le 

"sembraron" el arma) era meramente declarativa y carecía de 

pruebas que la sustentaran. En su análisis, la Sala razonó que, si el 

arma hubiese sido sembrada, el acusado debió haber denunciado 

a los efectivos policiales o haber ofrecido al administrador como 

tacestigo de descargo para evidenciar que hubo disconformidad 

durante la intervención. 

5.5. Presunción de veracidad de la función pública: Finalmente, la Sala 

sustentó que, al tratarse de funcionarios del Estado, a los actos que 

estos realizan se les otorga un valor que se presume válido y cierto 

mientras no se pruebe lo contrario. En este caso, la defensa no 

presentó pruebas objetivas que desmerecieran los testimonios 

policiales. 

∞ Así, se concluyó que el procesado era responsable penalmente del 

delito atribuido. En tal sentido, revocó la absolución y, reformándola, 

la condenó a diez años de pena privativa de libertad efectiva por el 

delito de uso o porte de arma de fuego; asimismo, impuso el pago de 

S/. 3 000 soles como pago de la reparación civil. 
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Sexto. El procesado MEDARDO MARTÍN MORALES ROMANO, al no 

encontrarse conforme con la decisión reformada, interpuso recurso 

de apelación el 31 de mayo de dos mil veinticuatro (foja 89), cuya 

pretensión principal es que se revoque la sentencia y se confirme la 

sentencia absolutoria de primera instancia.  

∞ Los agravios propuestos son, al pie de la letra, los siguientes:  

6.1. Vulneración del principio constitucional de presunción de 

inocencia: La defensa argumenta que las pruebas valoradas por la 

Sala Penal no generan la certeza necesaria para una condena y 

que subsiste una duda razonable, basándose en lo siguiente: 

 Se argumenta que el acusado no presentaba una actitud 

sospechosa que justificara la intervención policial en la 

habitación del hotel, calificando el actuar policial como 

arbitrario. 

 La defensa subraya que los testimonios de los efectivos policiales 

(Kevin Vigo López y Juan Carlos Rojas Cabezas) son imprecisos y 

contradictorios, especialmente en lo referido a la ubicación y 

participación del administrador del hotel durante el hallazgo del 

arma. 

 Si el administrador del hotel se quedó en la puerta de la 

habitación (como concluyó la Sala), era materialmente 

imposible que pudiera observar los precisos instantes en los que 

supuestamente se halló el arma y las municiones dentro del 

morral. 

 Señala que no existe ningún registro, video o fotografía del arma 

en el momento exacto de la intervención, lo que, según la 

defensa, refuerza la tesis de que el arma fue "sembrada" y nunca 

estuvo en posesión del acusado. 

6.2. Infracción del derecho a una motivación debida y razonable de las 

resoluciones judiciales: La defensa sostiene que la sentencia 

condenatoria presenta una motivación insuficiente e irrazonable, 

por las siguientes razones: 

 La defensa critica que el tribunal justificara en parte la condena 

reprochándole al acusado no haber denunciado a los efectivos 

policiales ni haber ofrecido al administrador como testigo de 
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descargo. Se argumenta que esto desconoce que la carga de 

la prueba le corresponde exclusivamente al Ministerio Público, 

quien debe demostrar la culpabilidad, y no el acusado su 

inocencia. 

 Se cuestiona que la Sala haya calificado las imprecisiones de los 

policías como "irrelevantes" o "periféricas". La defensa alega que, 

al ser testigos directos, sus relatos constituyen un único medio 

probatorio y, por ende, cualquier inconsistencia sustancial debió 

restarles credibilidad. 

 Se argumenta que el tribunal pretende sustentar su decisión en 

suposiciones que no generan convicción más allá de toda duda 

razonable, imponiendo una condena muy gravosa (10 años) sin 

un razonamiento lógico que explique adecuadamente por qué 

se le dio validez a un acta de intervención con inconsistencias 

∞ La referida impugnación fue concedida por auto del 12 de junio de 

2024 (foja 102). Se dispuso elevar los actuados a esta instancia 

suprema. 

§ II. Del procedimiento en la sede suprema 

Séptimo. Mediante decreto del 9 de julio de 2024 (foja 104), se corrió 

traslado del recurso a las partes por el plazo de cinco días y, vencido 

este término, mediante decreto del 26 de septiembre de 2024 (foja 

108), se fijó fecha de calificación del recurso para el 3 de diciembre 

de 2024, data en que se emitió el auto de calificación del recurso de 

apelación (foja 110), que lo declaró bien concedido, y se otorgó 

cinco días a las partes para el ofrecimiento de medios probatorios. En 

dicho plazo, el procesado o los demás sujetos procesales no 

ofrecieron prueba nueva alguna. Luego, se fijó el 11 de marzo de 

2026 como fecha de audiencia de apelación (foja 188); sin embargo, 

esta fue reprogramada por falta de notificación en el domicilio real 

del acusado, y se fijó nueva fecha de audiencia de apelación para 

el 17 de junio de 2026.  
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∞ Se celebró de inmediato la deliberación de la causa en sesión 

privada. Llevada a cabo la votación y por unanimidad corresponde 

dictar la presente sentencia en los términos que a continuación se 

consignan. Se programó el día de la fecha para la audiencia de 

lectura.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Octavo. El recurso de apelación promovido por el procesado incide 

en la condena penal. Ahora bien, el recurso incoado se encuentra 

regulado en el artículo 425, inciso 3, literal c), del Código Procesal 

Penal (en adelante, CPP), modificado por Ley n.° 31592, esto es, la 

posibilidad de impugnar la condena del absuelto en segunda 

instancia. Dicho precepto normativo regula lo siguiente:  

c) Cuando la Sala Superior Penal de Apelaciones revoque la sentencia 

absolutoria y condene al procesado, las partes podrán interponer el 

recurso de apelación que será de conocimiento de la Sala Penal de la 

Corte Suprema bajo las reglas del presente título.   

Noveno. El factum atribuido —ut supra— se encuentra previsto en el 

primer párrafo del artículo 279-G del Código Penal, que al momento 

de los hechos establecía lo que sigue: 

El que, sin estar debidamente autorizado, fabrica, ensambla, modifica, 

almacena, suministra, comercializa, trafica, usa, porta o tiene en su 

poder, armas de fuego de cualquier tipo, municiones, accesorios o 

materiales destinados para su fabricación o modificación, será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de 

diez años, e inhabilitación conforme al inciso 6 del artículo 36 del 

Código Penal.  

Décimo. Ahora bien, de acuerdo con los motivos postulados por el 

procesado, sostiene que la sentencia de vista vulneró el derecho a la 

presunción de inocencia y el deber de motivación de las resoluciones 
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judiciales, al considerar insuficiente la prueba de cargo para sustentar 

una condena y cuestionar la valoración realizada por la Sala Superior 

respecto a las declaraciones de los efectivos policiales intervinientes. 

∞ En tal virtud, corresponde determinar si la prueba de cargo 

actuada y analizada por la Sala Superior posee entidad suficiente 

para enervar la presunción de inocencia y si la sentencia de vista 

satisface las exigencias constitucionales de motivación. 

Undécimo. Tratándose de una sentencia condenatoria emitida en 

segunda instancia tras la revocación de una absolución, corresponde 

verificar si la Sala Superior justificó razonadamente el apartamiento 

del criterio absolutorio y si la prueba actuada posee suficiente fuerza 

incriminatoria para satisfacer el estándar de prueba exigido por la 

presunción de inocencia. 

Duodécimo. El derecho a la presunción de inocencia constituye una 

garantía fundamental del proceso penal que exige, como regla de 

juicio (más allá de la libre valoración de la prueba conforme a las 

reglas de la sana crítica), un determinado estándar de prueba, de 

verosimilitud objetiva, es decir, que se acredite consistentemente el 

relato acusatorio y se descarte sólidamente el relato defensivo. La 

duda que impide una condena debe ser objetiva, razonable y 

derivada de la insuficiencia o inconsistencia relevante del material 

probatorio. No basta la mera formulación de hipótesis alternativas 

carentes de sustento probatorio para neutralizar la fuerza 

demostrativa de los elementos de cargo válidamente actuados. 

Decimotercero. En ese sentido, se tiene que la sentencia de vista 

estableció que los efectivos policiales Kevin Vigo López y Juan Carlos 

Rojas Cabezas mantuvieron uniformidad en cuanto al aspecto 

central de la imputación: que durante la intervención realizada al 



 

  

                                                               

 10

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  APELACIÓN N.° 211-2024 
  LIMA ESTE 
 

acusado se encontró en su poder un arma de fuego tipo revólver 

calibre 32 abastecido con municiones. De la verificación de sus 

declaraciones se aprecia que las coincidencias recaen sobre los 

elementos esenciales del hecho atribuido, esto es, la identificación 

del intervenido, las circunstancias generales de la intervención, la 

posesión del morral y el hallazgo del arma de fuego en su interior. 

Las discrepancias resaltadas por la defensa y recogidas en la 

sentencia absolutoria de primera instancia se encuentran referidas a 

aspectos periféricos del acontecimiento, vinculados a circunstancias 

previas a la intervención o a la ubicación exacta del administrador 

del hospedaje durante el desarrollo de la diligencia. Tales 

divergencias no comprometen el núcleo fáctico de la imputación ni 

generan incompatibilidad respecto al dato incriminatorio principal, 

esto es, el hallazgo del arma de fuego en posesión del acusado. 

∞ Resulta jurídicamente válido que el órgano jurisdiccional distinga 

entre contradicciones sustanciales y discrepancias accesorias, pues 

se demuestra que la percepción individual de determinados detalles 

puede variar entre los testigos sin que ello afecte necesariamente la 

credibilidad del relato en sus aspectos esenciales. 

Decimocuarto. La condena no se sustentó exclusivamente en las 

declaraciones de los efectivos policiales. La versión incriminatoria 

encuentra respaldo en el acta de intervención policial, el acta de 

registro personal y las demás actuaciones documentales levantadas 

después de la intervención, las cuales fueron incorporadas al juicio y 

sometidas al contradictorio correspondiente. 

Asimismo, la pericia balística practicada al arma incautada acreditó 

la existencia material del revólver, su operatividad y la existencia de 

las municiones encontradas, elementos que corroboran 



 

  

                                                               

 11

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  APELACIÓN N.° 211-2024 
  LIMA ESTE 
 

objetivamente el hallazgo consignado en las actas y descrito por los 

policías intervinientes. 

Tales medios probatorios constituyen elementos de corroboración 

que fortalecen la credibilidad de la intervención policial y descartan 

que la imputación se sustente únicamente en afirmaciones 

testimoniales aisladas. 

Decimoquinto. La defensa sostiene que el arma habría sido 

introducida o “sembrada” por los efectivos policiales durante la 

intervención. No obstante, dicha hipótesis constituye una explicación 

alternativa que no encuentra respaldo en elemento probatorio 

alguno incorporado válidamente al proceso. La sola afirmación del 

acusado no resulta suficiente para generar una duda razonable 

cuando el conjunto probatorio de cargo presenta coherencia interna 

y corroboración externa. 

Debe precisarse que la ausencia de registros audiovisuales, 

fotografías o videos de la intervención no permite inferir, por sí misma, 

la irregularidad de la actuación policial ni la existencia de una 

manipulación de evidencia, pues el ordenamiento procesal penal no 

exige tales mecanismos como requisito indispensable para la validez 

o eficacia probatoria de las intervenciones policiales. 

Decimosexto. La defensa cuestiona que la Sala Superior haya 

considerado que el acusado no presentó elementos objetivos que 

respaldaran la tesis del sembrado del arma. Sin perjuicio de que 

determinadas expresiones empleadas en la sentencia de vista 

podrían resultar innecesarias para sustentar el fallo condenatorio, de 

la lectura integral de la resolución impugnada no se advierte que la 

responsabilidad penal haya sido declarada por la falta de actuación 

probatoria de la defensa. Por el contrario, la sentencia de vista 

fundamentó la condena en la valoración positiva de los elementos 
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de cargo actuados en juicio, particularmente en las declaraciones de 

los efectivos policiales, las actas de intervención y registro personal, 

así como la pericia balística correspondiente. 

∞ En consecuencia, no se verifica una inversión de la carga de la 

prueba ni una afectación material del derecho a la presunción de 

inocencia. 

Decimoséptimo. Respecto al deber constitucional de motivación que 

exige que las resoluciones judiciales expresen las razones fácticas y 

jurídicas que justifican la decisión adoptada, permitiendo conocer el 

iter lógico seguido por el órgano jurisdiccional, en el presente caso, la 

Sala Superior explicó de manera expresa las razones por las cuales 

consideró que las inconsistencias advertidas por la jueza de primera 

instancia carecían de relevancia para afectar la credibilidad de la 

prueba de cargo; asimismo, desarrolló la valoración conjunta de las 

declaraciones policiales, las actas respectivas y la pericia balística. 

El hecho de que la defensa discrepe con la valoración probatoria 

efectuada no convierte la motivación en arbitraria o insuficiente, 

pues la garantía constitucional no asegura una decisión favorable a 

determinada parte, sino una decisión razonada y jurídicamente 

fundamentada. 

∞ En consecuencia, la Sala Superior efectuó una valoración conjunta, 

racional y suficientemente motivada de los elementos probatorios 

actuados en juicio, explicando adecuadamente las razones que 

justificaban apartarse de la sentencia absolutoria de primera 

instancia. Los medios de prueba incorporados al proceso presentan 

consistencia interna y corroboración externa suficiente para sustentar 

el juicio de responsabilidad penal, sin que se advierta vulneración de 

la presunción de inocencia, del debido proceso ni del deber 



 

  

                                                               

 13

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  APELACIÓN N.° 211-2024 
  LIMA ESTE 
 

constitucional de motivación. Por lo tanto, el recurso de apelación 

debe ser declarado infundado. 

Decimoctavo. El inciso 2 del artículo 504 del CPP establece que las 

costas procesales serán pagadas por quien promovió sin éxito el 

recurso. Tales costas se imponen de oficio, conforme lo preceptúa el 

inciso 2 del artículo 497 del código acotado, ya que no existen 

motivos para su exoneración. 

∞ Las costas serán liquidadas y exigidas por el Juzgado de 

Investigación Preparatoria competente. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto 

por el procesado MEDARDO MARTÍN MORALES ROMANO. 

II. CONFIRMARON la sentencia de vista, del 22 de mayo de 2024 

(foja 76), que revocó la sentencia de primera instancia, del 1 de 

diciembre de 2023 (foja 51), que lo absolvió y declaró infundada 

la pretensión civil; y, reformándola, lo condenó a diez años de 

pena privativa de libertad efectiva, por el delito de uso o porte 

de arma de fuego, en agravio del Estado; asimismo, fijó el pago 

de S/3000 (tres mil soles) por concepto de reparación civil a favor 

del Estado; con lo demás que contiene. 

III. CONDENARON al procesado MEDARDO MARTÍN MORALES ROMANO al 

pago de las costas procesales correspondientes, que serán 

liquidadas y exigidas por el Juzgado de Investigación 

Preparatoria competente. 
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IV. DISPUSIERON que la presente sentencia sea leída en audiencia 

pública y que, acto seguido, se notifique a las partes 

apersonadas en la instancia, incluso a las no recurrentes, y que 

se publique en la página web del Poder Judicial. 

V. MANDARON que, cumplidos estos trámites, se devuelvan los 

actuados al órgano jurisdiccional de origen para que ejecute lo 

ordenado y se archive el cuaderno de apelación en esta Sala 

Penal Suprema.  

Intervinieron el señor juez supremo Campos Barranzuela, la señora 

jueza suprema Báscones Gómez Velásquez y la señora jueza suprema 

Vázquez Vargas, por licencia del señor juez supremo Prado 

Saldarriaga, vacaciones del señor juez supremo Luján Túpez y 

onomástico del señor juez supremo Peña Farfán, respectivamente. 

SS. 

ALTABÁS KAJATT 

VÁSQUEZ VARGAS 

CAMPOS BARRANZUELA 

BASCONES GÓMEZ VELÁSQUEZ 

MAITA DORREGARAY 

ECB/spcj   
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